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ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  

 

Señora Juez,  

 

EDGAR ALFREDO VASQUEZ PATERNINA, varón, mayor de edad, vecino y domiciliado 

en la ciudad de Cartagena, identificado con la cédula de ciudadanía Nº 1.047.445.641 de 

Cartagena, Bolívar, abogado en ejercicio, con tarjeta profesional Nº 251.468 del Consejo 

Superior de la Judicatura, en calidad de apoderado especial del DISTRITO DE 

CARTAGENA, respetuosamente a usted manifiesto que por medio del presente escrito 

CONTESTO LA DEMANDA DE LA REFERENCIA, todo lo cual hago de la siguiente 

manera: 

TEMPORALIDAD DEL ESCRITO 

 

El artículo 172 del CPACA establece que de la demanda se correrá traslado al demandado, 

al Ministerio Público y a los sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, 

tengan interés directo en el resultado del proceso, por el término de treinta (30) días, plazo 

que comenzará a correr de conformidad con lo previsto en los artículos 199 y 200 de este 

Código y dentro del cual deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar 

pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención. 

 

En este caso, el correo electrónico de que trata el artículo 199 del CPACA (modificado por 

el CGP), fue recibido por el DISTRITO DE CARTAGENA el 20 de abril de 2022, es decir 

que el termino de treinta (30) días para contestar la demanda, empezó a correr el 25 de 

abril de 2022, luego de que transcurrieran dos (02) días hábiles después de haber recibido 

el correo electrónico de que trata la norma en cita. En ese entendido de las cosas, el término 

de traslado de la demanda corre hasta el 06 de junio de 2022. Por todo lo anterior, al 

presentar este escrito de contestación de la demanda hoy me encuentro dentro de la 

oportunidad procesal para hacerlo. 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO DE LOS HECHOS 

 

HECHO PRIMERO: Es cierto que el Fondo Nacional de prestaciones sociales del 

Magisterio es una cuenta especial, con independencia patrimonial sin personería jurídica, 

pero así mismo, se estableció que dichos recursos serían manejados por una entidad 

fiduciaria estatal, y que además se contarían con mecanismos que garantizarían la 

prestación de los servicios en cada ente territorial. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#199
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#200
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HECHO SEGUNDO: Es cierto, al Fondo Nacional de prestaciones sociales del Magisterio 

le asiste la competencia para el pago de las cesantías a los decentes del sector oficial. 

HECHO TERCERO AL OCTAVO: No me consta. 

EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones formuladas en esta acción, por cuanto 

carecen de cualquier fundamento de orden legal y factico, y por encontrase en curso la falta 

de legitimación en la causa por pasiva. 

 

EXCEPCIONES PROPUESTAS 

❖ FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 

El Distrito de Cartagena de Indias, no es el sujeto llamado a responder por las pretensiones 

de la demanda, toda vez que es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien 

le corresponde el pago de los derechos prestacionales de los docentes afiliados al mismo. 

 

Resulta oportuno precisar que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

es una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica, con autonomía patrimonial, 

contable y estadística y facultada para asistir las obligaciones que se generen en razón de 

las prestaciones sociales de los docentes, de conformidad con la Ley 91 de 1989, y normas 

concordantes.  

 

Es entonces la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, las entidades que 

deben comparecer al proceso, por ser la encargada de autorizar a ésta (Secretaria de 

Educación Distrital de Cartagena) para girar los dineros encaminados a respaldar las 

obligaciones prestacionales que el Fondo tiene con los diferentes destinatarios, conforme a 

lo dispuesto en el artículo 9o de la Ley 91 de 1989, por lo tanto, es LA NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, quienes tienen la legitimación en la causa por 

pasiva para representar al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, por tener a su cargo el pago de las prestaciones sociales del personal 

afiliado. 

 

La Secretaría de Educación Distrital de Cartagena, ente territorial al cual se encuentra 

vinculada la demandante, de conformidad con el artículo 3o del Decreto 2831 de Agosto de 

2005, solo tiene la función de atender y elaborar el proyecto de la solicitud relacionada con 

el pago de las cesantías, pero la aprobación le corresponde a la entidad que administre el 

Fondo conforme lo señala el artículo 56 de la Ley 962 de 2005. 

 

El Consejo de Estado en innumerables oportunidades se ha pronunciado acerca de este 

tema, tal como se evidencia en la Sentencia No. 25000-23-25-000-2010-01073-01(1048-

2012) de fecha catorce (14) de febrero de dos mil trece (2013), Magistrado Ponente: 

Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE, en la cual, el actor, un docente del Distrito de 

Bogotá, interpuso demanda contra la Nación - Ministerio de Educación – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. En esta sentencia, el Consejo de Estado considera 

que: 

 

“Así las cosas, debe decirse que de conformidad con las normas transcritas 

las resoluciones por las cuales se dispone el reconocimiento y pago de 

prestaciones económicas a favor de los afiliados del Fondo Nacional de 
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Prestaciones Sociales del Magisterio son actos en los que interviene, en 

estricto sentido, tanto la Secretaría de Educación del ente territorial, en el 

cual presta sus servicios el docente peticionario, a través de la elaboración 

del proyecto de resolución de reconocimiento prestacional, como la 

Fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, a quien le corresponde aprobar o 

improbar el proyecto de resolución, de acuerdo con la documentación que 

para tal efecto le haya sido enviada, entre la cual se destaca, la certificación 

de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional del docente 

interesado, según la normatividad vigente [1]. 

No obstante lo anterior, y aún cuando la fiduciaria encargada de administrar 

los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

tiene la función de aprobar o improbar los proyectos de resolución de 

reconocimiento prestacional de los docentes, cabe advertir que es a éste 

último a quien a través de la Secretaría de Educación del ente territorial 

correspondiente, le está dada la función de expedir el acto administrativo por 

el cual se dispone el pago de la prestación deprecada por el docente 

peticionario, en virtud de lo dispuesto en los artículos 5 a 8 del Decreto 1775 

de 1990 y 5 del Decreto 2831 de 2005. 

La Sala no pasa por alto que la intención del legislador al expedir la Ley 962 

de 2005 fue la de simplificar [2] una serie de trámites que los particulares 

adelantaban ante la administración, entre ellos las solicitudes de los 

docentes oficiales  tendientes a obtener el reconocimiento de una prestación 

pensional, dada la evidente complejidad que ello entrañaba. Sin embargo, 

contrario a lo afirmado por la parte demandante, ello en ningún momento 

supuso despojar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

de la competencia para reconocer y pagar las prestaciones sociales de los 

docentes oficiales, como se observa en el artículo 56 el cual, no hace otra 

cosa que reafirmar dicha competencia en cabeza del referido Fondo, al 

señalar en su tenor literal que “Las prestaciones sociales que pagará el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas 

por el citado Fondo.”.       

Pues entonces teniendo en cuenta lo anterior, cabe advertir que el Distrito de Cartagena a 

través de la Secretaría de Educación es un mero operador administrativo, que proyecta los 

actos, relativos a las prestaciones económicas a cargo del Fondo del Magisterio, dentro de 

unos términos, para que la Fiduciaria quien es la encargada del manejo y administración 

de los recursos, apruebe el proyecto del acto administrativo, por medio del cual se 

reconocen las prestaciones, para luego ser suscrito por el ente territorial, luego entonces 

no están llamadas a prosperar las pretensiones de la demanda frente al Distrito de 

Cartagena. 

Por último, en el presente caso no hubo solicitud de pago de cesantía parcial o definitiva 

por parte de la docente por lo que es inviable reconocer la sanción solicitada, toda vez que 

para que ello opere es necesaria la solicitud de pago por parte del docente para poder tener 

competencia la secretaria respectiva. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 

mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 

extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 

previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 

http://www.ustarizabogados.com/porvenir/index.php/seguros-prevision-y-renta-vitalicia/7-1-pensiones-especiales-de-vejez/2419-consejo-de-estado-seccion-segunda-sentencia-del-14-de-febrero-de-2013-m-p-gerardo-arenas-rad-1048-2012#_ftn1
http://www.ustarizabogados.com/porvenir/index.php/seguros-prevision-y-renta-vitalicia/7-1-pensiones-especiales-de-vejez/2419-consejo-de-estado-seccion-segunda-sentencia-del-14-de-febrero-de-2013-m-p-gerardo-arenas-rad-1048-2012#_ftn2
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parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías. 

❖ EXPEDICIÓN REGULAR DEL ACTO ADMINISTRATIVO 

La secretaria de Educación Distrital de Cartagena, expidió el acto acusado conforme a las 

disposiciones normativas vigentes, por lo que no violan las disposiciones invocadas por el 

actor.  

La presunción de legalidad del acto administrativo hace referencia a “la presunción de 

validez del acto administrativo mientras su posible nulidad no haya sido declarada por 

autoridad competente. La presunción de legitimidad importa, en sustancia, una presunción 

de regularidad del acto, también llamada presunción de “legalidad”, de “validez”, de 

“juridicidad” o pretensión de legitimidad. El vocablo “legitimidad” no debe entenderse como 

sinónimo de “perfección”. 

En el mismo sentido, se ha manifestado que la presunción de legalidad del acto 

administrativo es “la suposición de que el acto fue emitido conforme a derecho, dictado en 

armonía con el ordenamiento jurídico. Es una resultante de la juridicidad con que se mueve 

la actividad estatal. La legalidad justifica y avala la validez de los actos administrativos; por 

eso crea la presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y que respetan 

las normas que regulan su producción”. 

La presunción se desprende del hecho supuesto de que la administración ha cumplido 

íntegramente con la legalidad preestablecida en la expedición del acto, lo que hace 

desprender a nivel administrativo importantes consecuencias entre ellas, la ejecutoriedad 

de este. 

❖ EXCEPCIONES INNOMINADAS  

Solicito se declare cualquier otra excepción que resulte probada durante el transcurso del 

presente proceso, de conformidad con el art. 306 del CPACA.  

FUNDAMENTOS FACTICOS Y JURIDICOS DE LA DEFENSA 

 

La accionante dentro de su escrito introductorio, manifiesta que con el acto administrativo 

hoy demandado se violan unas normas de carácter legal a lo que me opongo a estos 

planteamientos por las siguientes razones: 

 

La secretaria de Educación Distrital de Cartagena no desconoce los fundamentos legales 

ni jurisprudenciales que aduce el actor, pero no es menos cierto que el trámite para el pago 

o de las prestaciones a los docentes, la secretaria de Educación está sujeto al trámite 

previsto en los artículos 2, 3 y 4 del Decreto 2831 de 2005, el cual  disponen un trámite para 

el pago de las prestaciones de docentes, cuyo trámite  debe ser aprobado por la entidad 

que administra los recursos del magisterio, en este caso FIDUPREVISORA SA. 

 

Lo anterior quiere decir, la Secretaría de Educación simplemente debe elaborar y remitir el 

proyecto de acto administrativo de reconocimiento, pero está condicionado a la aprobación 

por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Es por ello que El Distrito de Cartagena – Secretaria de Educación, no deberían ser 

parte dentro del presente proceso. 
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Para el caso en concreto la competencia para el pago de las cesantías de la accionante, la 

tiene la Nación – Ministerio de Educación Nacional y el Fonda Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

 

El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, fue creado por la ley 91 de 

1989, como una cuenta especial de la Nación sin personería jurídica, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, cuyos recursos son manejados por una entidad 

Fiduciaria, la cual tiene como finalidad primordial la eficaz administración de los recursos 

de la cuenta especial de la Nación. 

 

De acuerdo a lo establecido en el art. 3 de la lay 91 de 1989, y el art. 56 de la ley 962 de 

2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagara 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuado a través de la 

Secretaria de Educación de  las entidades territoriales certificadas o la dependencia que 

haga sus veces. 

 

Lo anterior permite concluir, que la Secretaria de Educación Distrital es un simple operador 

administrativo, y que el Distrito de Cartagena – Secretaria de Educación, no han violado 

derecho alguno, vista que los actos acusados gozan de legalidad normativa.  

 

En tal sentido me permito citar sentencia del Consejo de Estado de la Sala de la 

Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección B del 14 de febrero de 2013, M.P. 

Gerardo Arenas MonsalveRad.25000-23-25-000-2010-01073-01(1048-2012) Actor: LUZ 

NIDIA OLARTE MATEUS AUTORIDADES NACIONALES, en la cual se resolvió la 

excepción de falta de legitimación por pasiva presentada por el Ministerio de Educación 

Nacional, en un caso similar.  

En el recurso de apelación contra la sentencia el Ministerio de Educación alego “de 

acuerdo con lo dispuesto en la Ley 962 de 2005 y decretos reglamentarios es la 

Secretaría de Educación de Bogotá D.C. y, eventualmente, la fiduciaria encargada 

de administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio quienes debieron ser vinculados al presente proceso con el fin de que 

respondieran por la reliquidación de la pensión de jubilación que le fue reconocida a 

la demandante en su condición de docente oficial.    

Precisó que, es la autoridad que expide los actos acusados quien debe concurrir al 

proceso para defender la legalidad de los mismos o, en su defecto, hacer efectivo el 

restablecimiento del derecho de la demandante, en el caso de que, como lo 

determinó el Tribunal, tenga derecho a la reliquidación de la pensión que viene 

percibiendo”.      

Bajo los anteriores supuestos, el Ministerio de Educación Nacional, solicitaba que se 

revocara la sentencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, y por consiguiente se 

declare probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva respecto a ella 

y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con el propósito que la 

secretaria de Educación territorial asumiera el pago de lo pretendido en la demanda.     

El Consejo de Estado resolvió, “no le asiste la razón a la parte demandada cuando 

en la contestación de la demanda y en el recurso de apelación formula la excepción 

de falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que, si bien es cierto la Ley 

962 de 2005 establece un procedimiento complejo en la elaboración de los actos 



6 
 

 

Cartagena, de Indias DT & C, Centro, Calle 33 No. 8-20, Edificio Caja Agraria Oficina 307 

  Celular: 3147410961, Correo Electrónico: edgar_1010@hotmail.es  

EDGAR ALFREDO VÁSQUEZ 

PATERNINA 
                                         

Abogado 

Universidad de Cartagena 

Especialista en Derecho 

Administrativo 

Universidad del Norte 

administrativos mediante los cuales se reconocen prestaciones sociales a los 

docentes oficiales en el que, como quedó visto, intervienen la Secretaría de 

Educación del ente territorial, al cual pertenece el docente peticionario, y la 

respectiva sociedad fiduciaria, no lo es menos que, es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio a quien en últimas el mismo legislador, en el 

artículo 56 de la citada Ley 962 de 2005, le atribuye la función de reconocer y pagar 

las prestaciones sociales a los docentes oficiales “Las prestaciones sociales 

que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

serán reconocidas por el citado Fondo. 

Así las cosas, contrario a lo afirmado por la parte demandada, estima la Sala que el 

extremo pasivo de la presente controversia fue integrado en debida forma dado que, 

es al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a través de la 

Secretaría de Educación de Bogotá D.C., a quien le correspondía pronunciarse en 

relación con la petición de la demandante tendiente a obtener el reajuste de la 

prestación pensional que viene percibiendo, como en efecto lo hizo mediante los 

actos demandados. Lo anterior, permite declarar no probada la excepción de falta 

de legitimación en la causa por pasiva y entrar al fondo del presente asunto, bajo 

las siguientes consideraciones.”     

Por lo anterior se reitera, que no podrán prosperar las pretensiones de la demanda frente 

al Distrito de Cartagena. 

Para dar claridad al procedimiento del flujo de recursos, es necesario precisar que el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio recibe la totalidad de los recursos para el  

pago de las cesantías y de los intereses a las cesantías, de acuerdo con las apropiaciones 

incorporadas y aprobados en la Ley del Presupuesto General de la Nación para cada año 

fiscal, en cabeza de la sección presupuestal correspondiente al Ministerio de Educación 

Nacional, presupuesto que es detallado por el Decreto de Liquidación del presupuesto para 

cada vigencia, “Por el cual se liquida el Presupuesto General de la Nación para la vigencia 

fiscal, se detallan las apropiaciones y se clasifican y definen los gastos". 

 

El flujo de recursos derivado del presupuesto aprobado para el Fomag durante la vigencia 

se realiza mediante la elaboración del Programa Anual Mensualizado de Caja, que se 

somete consideración del Ministerio de Educación Nacional. Estos recursos son girados por 

dicho Ministerio de manera global, e incorpora a todas las secretarias de educación, con 

periodicidad mensual durante todo el año, lo que aplica al rubro de cesantías, y con ellos el  

Fondo procede al pago de las cesantías y los intereses a las cesantías. 

 

Cabe señalar que los recursos para el pago de las cesantías provienen de la Nación y del 

Sistema General de Participaciones para el Sector Educación, que es asignado y girado al 

Fomag por el Ministerio de Educación Nacional, entidad que cuenta con la información de 

la nómina de salarios de los docentes afiliados al Fondo. 

 

En razón a lo señalado, y dado el marco jurídico especial aplicable al Fondo, la entidad 

territorial no es quién gira los recursos para el pago de las cesantías de cada docente, en 

tanto que, como se señaló, los recursos son girados al Fondo por el Ministerio de Educación 

Nacional, en el marco del Sistema General de Participaciones para Educación. 

 

Es preciso resaltar nuevamente que al Fondo Nacional de Prestaciones Social del 

Magisterio no le aplican las disposiciones de la Ley 50 de 1990 y que no tiene la naturaleza 

de un Fondo Privado de Cesantías. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHOS 

 

Invoco como fundamento de derecho lo siguiente 

 

• Ley 71 de 1968, ley 33 de 1985, Decreto 1848 de 1969, ley 91 de 1968, ley 1437 de 

2011 art. 161 – 172 -199. 

 

• Sentencia del Consejo de Estado de la Sala de la Contencioso Administrativo 

Sección Segunda Subsección B del 14 de febrero de 2013, M.P. Gerardo Arenas 

Monsalve Rad. 25000-23-25-000-2010-01073-01(1048-2012) Actor: LUZ NIDIA 

OLARTE MATEUS AUTORIDADES NACIONALES. 

 

• Sentencia No. 25000-23-25-000-2010-01073-01(1048-2012) de fecha catorce (14) 

de febrero de dos mil trece (2013), Magistrado Ponente: Dr. GERARDO ARENAS 

MONSALVE. 

 

Demás normas concordantes en la materia. 

 

PRUEBAS Y ANEXOS. 

• Poder para actuar y anexos. 

 

NOTIFICACIONES 

 

El suscrito, recibe notificaciones en Cartagena, de Indias DT & C, Centro, Calle 33 No. 8-

20, Edificio Caja Agraria Oficina 307 y el correo electrónico: edgar_1010@hotmail.es 

 

Autorizo notificaciones al correo: edgar_1010@hotmail.es 

De Usted, con el respeto acostumbrado 

 

EDGAR ALFREDO VÁSQUEZ PATERNINA 

C.C No. 1.047.445.641 de Cartagena 

T.P No. 251.468 expedida por el C.S de la J 

 





RV: Radicado: 13001-33-33-005-2021-00269-00 Asunto: Otorgamiento de poder

notificaciones juridica <notificacionesjudicialesadministrativo@cartagena.gov.co>
Mié 4/05/2022 9:07 AM

Para: Juzgado 05 Administrativo - Bolivar - Cartagena <admin05cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: juridica procesos <juridicaprocesos@cartagena.gov.co>;edgar_1010 <edgar_1010@hotmail.es>

2 archivos adjuntos (1 MB)
poder.pdf; ANEXOS PODER ALCALDIA MAYOR DE CARTAGENA DE INDIAS.pdf;

 
Señores
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA
admin05cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co

E.S.D 


Referencia: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO

Radicado: 13001-33-33-005-2021-00269-00

Asunto: Otorgamiento de poder

En cumplimiento del artículo 5 del Decreto 806 de fecha 04 de junio de 2020 se adjunta al presente mensaje poder con sus
respectivos anexos, con el cual se otorga la representación de la entidad en el proceso de la referencia al dr. EDGAR ALFREDO
VASQUEZ PATERNINA identificado con C.C 1.047.445.641 de Cartagena y T.P 251.468 del C.S de la J de conformidad con las
facultades y términos allí descritos.

Se indica al Despacho que la dirección electrónica del apoderado es EDGAR_1010@HOTMAIL.ES la cual coincide con la
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

Se solicita respetuosamente, se le reconozca personería para actuar de conformidad a lo aquí expuesto.

EDGAR ALFREDO VASQUEZ PATERNINA
Abogado. Universidad de Cartagena
Especialista en Derecho Administrativo. Universidad del Norte

Especialista en Derecho Constitucional. Universidad del Norte
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Cartagena de Indias D. T y C., miércoles, 04 de mayo de 2022 
 
Oficio AMC-OFI-0057584-2022 
 
Secretaria 
OLGA ELVIRA ACOSTA AMEL 
Secretaria de Educación Distriltal 
ALCALDIA MAYOR DE CARTAGENA DE INDIAS 
Centro, Edificio Secretaria de Educacion 
Ciudad 
 
Asunto:    REQUERIMIENTO 
RADICADO:    13-001-33-33-005-2021-00269-00  
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE:   GLORIA MARIA OSORIO MARIN  
DEMANDADO:   DISTRITO DE CARTAGENAY OTROS 
 
Cordial saludo, 
 
Respetuosamente para su conocimiento y fines pertinentes, me permito transferirle por 
este medio, oficio remitido por el Doctor EDGAR ALFREDO VÁSQUEZ PATERNINA, 
apoderado del Distrito de Cartagena en el proceso de la referencia. En consecuencia, se 
le solicita remitir a esta Oficina Asesora Jurídica lo siguiente: 
 

“(…) solicito a usted colaboración en suministro de copia íntegra del expediente 
administrativo que se generó de la solicitud de fecha 15 de diciembre de 2020, 
por medio de la cual el accionante solicita el reconocimiento y pago de la sanción 
moratoria solicitada por GLORIA MARIA OSORIO MARIN identificado con CC. 
No. 42.985.376, por el supuesto pago tardío de las cesantías solicitadas el 02 de 
mayo de 2019.” 

 
Lo anterior se requiere con la finalidad de poder ejercer la defensa judicial del Distrito de 
Cartagena de manera eficaz y oportuna.  
 
Se le recuerda que es nuestro deber colaborar con la administración de justicia y en consecuencia, las 
respuestas a los requerimientos deberán ser suministrados sin dilación alguna, so pena de incurrir en 
desacato a decisión judicial y de mala conducta por obstrucción a la justicia.  

 
Atentamente,  
LOURDES PEREZ BADEL  
Asesor Código 105 Grado 47  
Oficina Asesora Jurídica  
Alcaldía Mayor de Cartagena 
Proyectó: Jtoro 
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